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II. TEMA Y TÍTULO 

 
 

TEMA EN DERECHO PENAL 

 
 

 
“ROBO AGRAVADO” 

 
 

DATOS DEL EXPEDIENTE 

 
 

EXPEDIENTE N° : 6946-2016 

IMPUTADO : MARCO ANTONIO COAQUIRA SONCO 

Y CHISTOPHER LEONCIO MILLA 

VARGAS 

AGRAVIADO : PROCURADOR PUBLICO 

JUZGADO : JUZGADO PENAL COLEGIADO 

VÍA PROCEDIMENTAL : PROCESO COMÚN 
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III. FUNDAMENTACIÓN 

 
El trabajo de suficiencia profesional está dividido por dos partes, en la primera 

parte tenemos los hechos de fondo, y en la segunda parte tenemos los hechos 

de forma, pero en ambas partes se debe identificar los hechos relevantes, en 

este punto se va desarrollar lo más importante de cada acto procesal, porque 

se va buscar verificar los fundamentos de hecho y derecho. En los hechos de 

forma se buscará precisar la fecha que tiene cada acto procesal, para tener 

una secuencia ordenada que permitirá entender el desarrollo del proceso penal 

a lo largo del presente análisis. En el segundo capítulo tenemos la 

problemática, esto está conformado por las preguntas que se formulan y que 

serán resueltas más adelante, y que tiene como finalidad verificar si el proceso 

se desarrolló respetando las garantías y derechos fundamentales que están 

vinculados con los hechos de fondo, es decir el carácter sustantivo del trabajo, 

así mismo también recae en los requisitos de procedibilidad que están sujetos 

a los hechos de forma en cada acto procesal. En el tercer capítulo 

encontraremos el sustento jurídico, los cuales se encuentran conformados por 

la regulación normativa, así mismo tenemos aquí la doctrina y la jurisprudencia 

que serán relevantes para los hechos de fondo, como también para los hechos 

de forma. 

 
IV. OBJETIVOS 

 
Mediante el presente trabajo, el bachiller buscará demostrar tener la suficiencia 

académica para poder sustentar el grado académico de abogado, por lo que 

se le ha asignado el desarrollo de un expediente de materia penal, así mismo 

dentro de este expediente desarrollará su correspondiente trámite, analizando 

entonces si cumple este expediente con las garantías del debido proceso, 

como también si el denunciante cumple con los argumentos suficientes que le 

permita sustentar su denuncia frente a la parte denunciada. 

De igual manera tenemos que su finalidad es la de buscar dejar en claro las 

concepciones elementales del delito de robo agravado, como es el caso su 

bien jurídico, la tipicidad objetiva, y sobre todo la imputación objetiva, esto de 

la mano con doctrina especializada y jurisprudencia vinculante que permita 
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configurar y entender de la mejor forma este delito contra el patrimonio. 

Finalmente, lo que busca el bachiller es generar certeza en el honorable jurado 

y autoridades de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad 

Alas Peruanas, de la cual me encuentro orgullosa de haber formado parte 

como alumna, quedo ante ustedes. 

 
V. INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS 

 

PRINCIPIO DEL 
DEBIDO PROCESO 

PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD 

PRINCIPIO DE LA 
MOTIVACIÓN DE 

LAS 
RESOLUCIONES 

JUDICIALES 

Intenciones Concreciones Evidencias 

EN MATERIA Toda la investigación y La motivación estuvo 

PENAL, Los el proceso respondió al presente en todos los 

imputados en todo principio de legalidad, fallos desde la primera 

momento afrontaron desde el actuar del instancia hasta el fallo 

el proceso con su representante del de la Corte Suprema 

abogado defensor ministerio público  

haciendo uso de su como el actuar de los  

derecho a la defensa. jueces.  

El proceso paso Siguiendo el art´. 188° La motivación tanto de 

desde la etapa de del Código Penal. Se primera como de 

investigación hizo la imputación segunda instancia se 

preliminar hasta respectiva por parte del contraponen una con 

casación, respetando Ministerio Público otra en el extremo de la 

de esta manera la siempre bajo el tipo pena, hecho que se 

pluralidad de penal que establece el desarrollará y 

instancias. Código Penal. analizará en el capítulo 

  correspondiente. 
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VI. DESCRIPCIÓN DEL CONTENIDO 
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CAPÍTULO I: Derecho Penal “ROBO AGRAVADO” 

A. HECHOS DE FONDO 

1. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 

1.1. MINISTERIO PÚBLICO – FISCAL PROVINCIAL PENAL DEL 

SEGUNDO DESPACHO DE LA SEGUNDA FISCALIA 

PROVINCIAL PENAL COPORATIVA DE AREQUIPA. 

El Fiscal Provincial titular del segundo despacho de la segunda 

fiscalía provincial penal corporativa de Arequipa FORMULA 

REQUERIMIENTO ACUSATORIO en contra de MARCO 

ANTONIO COAQUIRA SONCO Y CHISTOPHER LEONCIO 

MILLA VARGAS, por la presunta comisión del delito de ROBO 

AGRAVADO previsto y sancionado en el artículo 188° (tipo base) 

concordado con el articulo 189 primer párrafo incisos 2,4 y 5 del 

Código Penal, en agravio de FRANKLIN BORDA CRUZ, y en 

contra de MARCO ANTONIO COAQUIRA SONCO por la presunta 

comisión del delito de Peligro Común en la modalidad de 

CONDUCCION   DE   ESTADO   DE   EBRIEDAD, previsto   y 

sancionado en el primer párrafo del artículo 274° del Código Penal, 

en agravio de la sociedad representada por el Ministerio Publico, 

solicitando en efecto respecto al acusado MARCO ATONIO 

COAQUIRA SONCO por el delito de ROBO AGRAVADO 07 años 

de pena privativa de libertad, y con relación al delito de peligro 

común en la modalidad de conducción de estado de ebriedad 01 

año de pena privativa de libertad, y con relación al acusado 

CHISTOPHER LEONCIO MILLA VARGAS 13 años y cuatro 

meses por el delito de ROBO AGRAVADO. 

HECHOS ATRIBUIDOS AL IMPUTADO 

● Afirma que, el día 12 de setiembre de 2016, siendo 

aproximadamente las 01:00 horas, el agraviado Franklin Borda 

Cruz, se encontraba en el Puente Grau con la finalidad de tomar 

un vehículo de servicio público que lo traslade a Alto Cayma. 

● Asimismo, refiere que en esas circunstancias se hizo presente 

un vehículo con placa de rodaje V5H-647, cuyo conductor 

pregonaba que hacía colectivo a Cayma, en el interior del 
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vehículo se encontraba el chofer, un sujeto en el asiento del 

copiloto y dos sujetos que estaban en el asiento posterior, 

quienes le indicaban que faltaba un pasajero para ir a Cayma, 

por lo que el agraviado subió al vehículo por la parte posterior al 

lado izquierdo al lado del piloto. 

● Agrega que, en el trayecto y estando el vehículo a la altura del 

estadio Francisco Bolognesi en Cayma, comúnmente los 

vehículos que hacen colectivos van de frente hasta el cruce de 

Bolognesi, pero en este caso el conductor volteo dirigiéndose a 

la entrada de Tucos, en este momento el sujeto que se 

encontraba al lado del agraviado le puso una correa en el cuello 

tratándolo de ahorcar, pero gracias que a la chalina que tenía el 

agraviado no pudieron sujetarlo, en esas circunstancias el chofer 

que ha sido identificado como Marco Antonio Coaquira Sonco 

estacionó el vehículo a un costado cerca a unas chacras, y les 

gritaba a los otros sujetos que se apresuraran mientras tanto el 

agraviado luchaba y oponía resistencia al robo, por lo que los 

imputado le propinaron puñetes en diferentes partes del cuerpo, 

el sujeto que iba como copiloto se encuentra plenamente 

identificado y responde al nombre de Chistopher Leoncio Milla 

Vargas se estiraba por encima del asiento y rebuscaba los 

bolsillos del agraviado despojándolo de sus billetes en el que 

tenía la cantidad de S/ 340.00 soles, tarjeta de crédito de la Caja 

Arequipa, su DNI N° 74730016, y su libreta militar, el agraviado 

seguía oponiendo resistencia y los imputados lo seguían 

golpeando, luego lo jalaron hacia la puerta del lado derecho 

procediendo abrir la puerta y arrojarlo del vehículo, el agraviado 

seguía oponiendo resistencia e indicándoles a los imputados 

que les devuelvan sus pertenencias, pero estos sujetos lo 

golpearon para votarlo del vehículo, una vez que el agraviado ya 

estaba casi afuera del vehículo este arranco y el agraviado se 

sujetó del mismo por lo que fue arrastrado unos 3 a 4 metros, a 

fin de que se suelte uno 
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de los imputados lo pateo en la frente, y ante dicha agresión el 

agraviado se soltó y cayó al suelo. 

● Agrega que, los imputados no habían tenido en cuenta que un 

miembro de serenazgo Juan Carlos Contreras Cornejo de 

Cayma, quien estaba a bordo de su móvil, observando el preciso 

instante que trataban de expulsar del vehículo al agraviado. 

● Señala que, percatándose la presencia de este emprendieron 

raudamente la fuga siendo perseguidos de inmediato y en todo 

momento por la móvil de serenazgo que en ningún instante lo 

perdió de vista, que mientras estaba de persecución, el miembro 

de serenazgo pidió ayuda a otras unidades logrando finalmente 

la captura de los imputados. 

 

1.1.1. DECLARACIÓN DE LOS IMPUTADOS 

Declaración de Chistopher Leoncio Milla Vargas 

● Afirma que, el día 11 de setiembre de 2016 se encontraba en un 

internet que se encuentra ubicado por Cristo Obrero, saliendo 

de dicho lugar a las 20:00 horas encontrándose con su amigo 

quien se encontraba en su vehículo, el cual es un taxi tico de 

color amarillo, que dice taxi imperial, y él me dice limeño sube 

para hacer hora, ya adentro del carro estábamos escuchando 

música y tomando vino. 

● Asimismo, refiere que después de media hora apareció su amigo 

Carlín, yéndose conjuntamente a comprar más vino por la zona, 

y después se apareció el loco que también subió al carro. 

Seguidamente cerca a las 00:00 el loco y carlín dijeron vamos a 

la cancha para que salgan a robar, encontrándome borracho 

todos dijimos ya vamos. 

● Agrega que, el loco le menciona a Marco párate en Puente Grau 

para hacer colectivo, subiendo un pasajero que era un flaquito 

como de mi porte, el loco Manuel dijo vamos a la variante por lo 

que el pasajero preguntó ¿no me va llevar? A lo que contestó no 

primero vamos a llevar al joven, después en el trayecto se 

percató que Carlín y el loco Manuel estaban rebuscando los 
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bolsillos del agraviado, bajándolo del carro, siendo capturado 

después de una persecución por el personal de serenazgo. 

Declaración de Marco Antonio Coaquira Sonco 

● Después de brindar sus generales de ley se acoge a su 

derecho constitucional a guardar silencio, dando por concluida 

su toma declaración. 

1.1.2. Declaración del agraviado 

● Afirma que, que el día 12 de setiembre de 2016 a las 01:00 

horas en circunstancias en que se encontraba en Puente Grau, 

con la finalidad de tomar un vehículo de servicio público para 

que sea trasladado a Alto Cayma, en ese momento apareció 

un tico color amarillo, con letrero de taxi, cuyo conductor 

pregonaba colectivo hacia Cayma, en el interior del vehículo se 

encontraba el conductor y tres ocupantes. 

● Agrega que, en el trayecto al llegar al Estadio Bolognesi de 

Cayma el conductor se desvió hacia la entrada de Tucos, en 

ese momento el sujeto que se encontraba a su lado derecho le 

uso una correa en el cuello con el que trato de ahorcarlo, pero 

gracias a la chalina que llevaba no pudieron ahorcarlo, 

seguidamente el conducto detuvo el carro al lado de unas 

chacras, y les gritaba a los otros sujetos que se apresuraran 

mientras tanto luchaba y oponía resistencia al robo, por lo que 

le propinaron puñetes en diferentes partes del cuerpo, el sujeto 

que iba como copiloto se estiraba por encima del asiento y 

rebuscaba sus bolsillos despojándolo de sus pertenencias en 

el que tenía la cantidad de S/ 340.00 soles, tarjeta de crédito de 

la Caja Arequipa, su DNI N° 74730016, y su libreta militar, 

luego lo jalaron hacia la puerta del lado derecho procediendo 

abrir la puerta y arrojarlo del vehículo, el agraviado seguía 

oponiendo resistencia e indicándoles que les devuelvan sus 

pertenencias, pero estos sujetos lo golpearon para votarlo del 

vehículo, una vez que ya estaba casi afuera del vehículo este 

arranco, siendo arrastrado unos 3 a 4 metros, llegando 

posteriormente el personal de serenazgo. 
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1.1.3. Concordancias y contradicciones entre los hechos 

afirmados por las partes: 

En el presente caso no existen términos contradictorios; toda 

vez que, el procesado en su declaración indagatoria refirió que 

perpetró el hecho ilícito. 

 

1.2. Órganos Jurisdiccionales: 

1.2.1. SENTENCIA DEL JUZGADO PENAL COLEGIADO DE 

CMANÁ DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE 

AREQUIPA 

Con fecha 22 de marzo de 2017 EL PRIMER JUZGADO 

PENAL COLEGIADO SUPRAPROVINCIAL, declarando a 

MARCO ANTONIO COAQUIRA SONCO y CRISTOPHER 

LEONCIO MILLA VARGAS como coautores de la comisión 

del delito contra el patrimonio en la modalidad de robo 

agravado, ilícito previsto y sancionado en el artículo 188 

concordante con los incisos 2,4 y 5 del primer párrafo del 

artículo 189° del Código Penal en agravio de Franklin Borda 

Cruz, y como tal le impusieron cuatro años y tres meses de 

pena privativa de libertad en forma efectiva, y señalando 

como monto de reparación civil la suma de S/ 3000.00 soles 

a favor de la parte agraviada. 

1.2.1.1. Hechos tomados en cuenta 

● Afirma que, la representante del Ministerio Público solicita 

la imposición de siete años de pena privativa de libertad 

para cada uno de los acusados, vale decir dentro del 

tercer inferior del marco punitivo, por carecer de 

antecedentes penales y no concurrir ninguna 

circunstancia genérica, a su vez argumenta que no 

corresponde aplicar el principio de proporcionalidad por 

tratarse de un delito de robo agravado consumado por su 

trascendencia y lesividad; asimismo, no podría aplicarse 

la confesión sincera, ya que los acusados fueron 

detenidos en cuasiflagrancia. 
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● Agrega que, que la defensa de Marco Antonio Condori 

Sonco postulo que en el presente caso de le imputa a su 

patrocinado la comisión del delito de robo agravado y 

conducción e estado de ebriedad, debiendo tener en 

cuenta que una de las agravantes del delito de robo 

agravado es el inciso 5, cometer el delito en cualquier 

medio de transporte y siendo que su patrocinado 

manejaba el vehiculó de su propiedad para la comisión 

del mismo, que estaría subsumido dentro del delito de 

robo agravado, por lo que postula a un concurso aparente 

de delitos mas no a un concurso real de delitos. 

● Señala que, conforme a la acusación que aparece en la 

acusación fiscal se ha determinado que el acusado 

contaba con veinte años de edad al momento de la 

comisión del delito, por lo que se debe rebajar por 

proporcionalidad de la pena, su patrocinado no tiene 

antecedentes penales, y no ha estado interno en ningún 

centro juvenil, menos en u centro penitenciario ha pagado 

en su totalidad de reparación civil, que la participación de 

su patrocinado se ha limitado a conducir el vehículo, y en 

ningún momento ha lesionado al agraviado, las 

pertenencias del agraviado ha sido recuperado en su 

totalidad, por lo que propone un nuevo marco punitivo de 

seis a doce años, y que además debe considerarse que 

se han presentado un escrito, en las que se acompañan 

dos fichas RENIEC que pertenecen a las dos personas 

que participaron del delito ademad de los acusados, 

debiendo tomarse este hecho como una confesión 

sincera parcial, solicitando una pena de cuatro años y las 

misma sea convertida, ya que el imputado tiene una hija, 

por lo que es una persona que puede reeducarse y 

resocializarse. 

● La defensa de Cristopher Leoncio Milla Vargas, solicita se 

imponga a su patrocinado a un apena efectiva, pero 
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convertida a trabajo comunitario, es decir 208 jornadas de 

las cuales se ha de deducir los siete meses que viene 

siendo privado de su libertad, ya que al momento de los 

hechos se encontraba en estado de ebriedad y contaba 

con veinte años de edad, que son atenuantes 

privilegiadas, por otro lado la defensa solicita, se haga la 

reducción por terminación, anticipada y por confesión 

sincera parcial , ya que conjuntamente con su 

coprocesado han hecho llegar las fichas RENIEC de los 

otros que participación en el evento criminal. 

● Indica que, por proporcionalidad de pena debe reducirse 

en un sexto la pena, atendiendo que habría efectuado el 

pago de la totalidad de la reparación civil. Además, 

agrega que la afectación al agraviado es mínima, dado 

que el Certificado de Reconocimiento Médico Legal le 

otorga una calificación de un día de atención por dos de 

incapacidad médico legal, además que para la comisión 

del delito por parte de su patrocinado no se ha utilizado 

ningún tipo de arma, agrega que su defendido carecer de 

antecedentes penales, por lo que solicita que se le 

imponga cuatro años de pena privativa de libertad 

efectiva, y la misa se convierta a doscientos ocho 

jornadas de prestación de servicio a la comunidad. 

● Señala que, las partes no invocan la confesión a tenor de 

lo dispuesto en el artículo 160 del Código Procesal Penal; 

sin embargo, el hecho de haber proporcionado la 

identidad de los otros dos sujetos que participación en el 

hecho investigado debe ser reconocido como un acto de 

colaboración, o confesión parcial, por tanto los 

procesados deben sujetos de una reducción de la pena, 

en un porcentaje menor que faculta la norma procesal 

antes mencionada, siendo esto una forma de 

estimulación para que los autores identificados en todo 

caso penal pueda revelar la identidad de los demás 
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sujetos participantes no individualizados; de lo contrario 

ningún acusado de atrevería voluntaria revelar la 

identidad de los sujetos que participaron. 

● Manifiesta que, en el caso no curre ninguna circunstancia 

agravante genérica, sino solo atenuantes genéricas, 

como es el carecer de antecedentes penales y reparar 

voluntariamente el daño, por lo que es factible ubicarnos 

en el extremo mínimo del tercio inferior, esto es de seis 

años o de sesenta y dos meses, a lo que es factible 

reducir en sexto por la conclusión anticipada, en virtud de 

lo previsto en el acuerdo plenario 5-2008 que equivale a 

doce meses, quedando por tanto 60 meses a lo cual se 

educe, y luego le restamos un décimo por la colaboración 

o confesión parcial, que equivale a seis meses, quedando 

una pena parcial de 54 meses; asimismo, los abogados 

de los coacusados invocaron el principio de 

proporcionalidad, por lo que se analiza los criterios de 

lesividad y culpabilidad y reparatorio; siendo que la 

lesividad en autos no se afectó gravemente ninguno de 

los bienes jurídicos protegidos, pues es el monto sustraído 

asciende a la suma de S/ 340.00 soles, así como tampoco 

se ha producido ninguna lesión grave en la integridad 

física del agraviado. Así como tampoco se ha utilizado 

ningún objeto peligroso para la agresión, sino emplearon 

las manos y los puños; es válido mencionar que los 

imputados han pagado la totalidad de la reparación civil; 

en tal sentido resulta factible reducir la pena en tres 

meses adicionales por criterio de proporcionalidad, para 

ambos acusados, de manera que la penal final por el 

delito de robo agravado es de 4 años y 3 meses de pena 

privativa de libertad efectiva, para cada acusado. 

● Señala que, los acusados manifiestan un real acto de 

arrepentimiento, y por tanto no puede dejar de 
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considerarse una debida reducción de la pena, tanto más 

teniendo en cuenta su edad, ambos jóvenes pueden 

readaptarse a la sociedad con una pena disminuida, y en 

tratamiento penitenciario no muy prolongado. Cabe 

añadir los principios de humanidad de la pena, 

reeducación y resocialización vislumbran la recuperación 

plena de los sentenciados, de manera que estos al 

cumplimiento de su condena deben ser reinsertados a la 

convivencia de entorno social y familiar, no se ha 

invocado reincidencia o habitualidad en el delito; por tales 

razones resulta factible imponerle la pena antes 

mencionada. 

 

1.2.1.2. Hechos no tomados en cuenta 

Todos los hechos fueron tomados en cuenta. 

 
 

1.2.2. SENTENCIA DE LA SEGUNDA SALA PENAL DE 

APELACIONES DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA 

DE AREQUIPA 

Con fecha 03 de agosto de 2017 LA SEGUNDA SALA PENAL 

DE APELACIONES DE LA CORTE SUPERIOR DE 

JUSTICIA DE AREQUIPA a través de Resolución N° 07 

declaró INFUNDADO los recursos de apelación interpuestos 

por los acusados; y declaró FUNDADO el recurso de 

apelación interpuesto por el Ministerio Publico, revocando la 

sentencia e imponiéndole 06 años de pena privativa de 

libertad de forma efectiva. 

1.2.2.1. Hechos tomados en cuenta 

● Afirma que, de la revisión de los antecedentes 

penales, se advierte que en efecto el marco punitivo 

del delito de robo agravado previsto en el artículo 

189° del Código Penal, establece como marco 

punitivo un mínimo de doce años y un máximo de 

veinte años; sin embargo, al haberse propuesto por 
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las partes vía convenciones probatorias que el día 

de los hechos los acusados se encontraban en 

estado de ebriedad, correspondería establecer un 

nuevo marco punitivo, es decir por debajo del 

mínimo legal original en aplicación del artículo 45-A 

del Código Penal, al concurrir una circunstancia 

atenuante privilegiada, eximente incompleta en 

estado de ebriedad, siendo que como el artículo en 

mención, no establece hasta cuanto es factible 

establecer el nuevo mínimo, se ha tomado a bien 

disminuir hasta una mitad por debajo del mínimo 

legal, es decir hasta los seis años, resultando el 

nuevo marco punitivo de seis a doce años; no siendo 

de recibo las circunstancias alegadas por el 

Ministerio Publico, pues las circunstancias 

agravantes especificas propias del delito de robo 

agravado no pueden ser equiparadas con las 

circunstancias cualificadas o privilegiadas 

consideradas para la determinación del marco 

punitivo (primer orden), sino deben ser analizadas 

inmediatamente después (segundo orden) 

● Agrega que, tampoco resulta amparable lo señalado 

por la defensa del acusado Marco Antonio Coaquira 

Sonco, por cuanto la responsabilidad restringida por 

razón de la edad, no puede ser considerada por el 

juzgador como una circunstancia atenuante 

privilegiada que permita disminuir prudencialmente 

la pena más aún por debajo del extremo mínimo del 

nuevo marco punitivo de seis años, en primer lugar, 

porque el artículo 22 del Código Penal lo prohíbe, 

además porque ya se ha mencionado en el 

considerado anterior, al no ser claro el artículo 45-A 

del Código Penal, corresponde realizarse una 

interpretación sistemática y teleológica de los 
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dispositivos que amparan un incremento de la pena 

en las figuras de reincidencia y habitualidad, como 

una circunstancia cualificada las cuales permiten un 

incremento hasta en una mitad o un tercio 

respectivamente por encima del máximo legal; 

contrario sensu se colige que el límite que se pueda 

rebajar por la concurrencia de circunstancia 

atenuantes privilegiadas es hasta la mitad por 

debajo del mínimo legal, no más que eso. 

● Indica que, en cuanto lo alegado por la fiscalía de 

que no se habría tomado en cuenta las 

circunstancias agravantes especificas del delito de 

robo agravado, se advierte que el a quo no ha 

considerado a la existencia de circunstancias 

agravantes propias del delito de robo agravado que 

fueron postuladas por la fiscalía en su requerimiento 

acusatorio, como son: “Durante la noche o en lugar 

desolado, mediante el concurso de dos o más 

personas; en cualquier modio de locomoción de 

transporte público o privado de pasajeros o de 

carga”; agravantes que debieron ser considerados 

para la determinación de la pena, en atención a lo 

prescrito en el Acuerdo Plenario 02-2010 en cuyo 

fundamento decimo señala; todas las circunstancias 

deben ser evaluadas atendiendo a su condición, 

naturaleza y efectos para poder configurar la pena 

concreta. Esto significa, por ejemplo, que, a mayor 

número de circunstancias agravantes concurrentes, 

la posibilidad de alcanzar el extremo máximo de la 

pena básica será también mayor (…), por lo que 

resulta amparable lo indicado por el Ministerio 

Publico. 

● Manifiesta que, en atención a la confesión sincera 

parcial, el artículo 161° del Código Procesal Penal 
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en concordancia con la sentencia de Casación N° 

75-2010-Arequipa, que contempla un beneficio 

premial de reducción de la pena en los supuestos de 

confesión sincera, es clara en indicar que este 

beneficio es incompatible para los supuestos de 

flagrancia delictiva, supuesto que se presentó en el 

presente caso, pues los recurrentes fueron 

capturados por el personal de serenazgo y policial, 

después de haber despojado al agraviado de sus 

pertenencias, no habiendo sido perdido de vista en 

ningún momento por los miembros del personal de 

serenazgo Juan Carlos Contreras Cornejo quien 

observo el preciso instante en los procesados 

trataron de arrojar del vehículo al agraviado, 

arrastrándolo incluso unos metros. 

● Señala que, en atención a la reducción de 1/7 de la 

pena que se trataría de un error de transcripción, sin 

embargo, lo alegado por la defensa no resulta 

sostenible, pues después de haber realizado los 

cálculos matemáticos, verifica que hubo en error en 

efectuar una reducción de 1/6 de la pena, cuando lo 

correcto era aplicar lo previsto en el Acuerdo 

Plenario 05-2008, esto es la reducción de solo 1/7 

de la pena. 

● Manifiesta que, en atención a la aplicación de 

proporcionalidad, no es de recibo lo alegado por la 

defensa del recurrente, ni tampoco resulta 

amparable el razonamiento empleado por el A quo, 

para la reducción adicional por criterio de 

proporcionalidad, por cuanto en el presente caso 

nos encontramos ante el delito de robo agravado en 

consumado, en cual es de naturaleza pluriofensiva. 

Por otro lado, en lo referente de la reparación 

espontanea del daño causado y el factor de la edad 
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que contaban los procesados al momento de los 

hechos, son aspectos que no deben ser valorados 

bajo los parámetros de proporcionalidad, sino más 

bien como circunstancias atenuantes genéricas 

conforme lo prescribe el artículo 46 del Código 

Penal. 

1.2.2.2. Hechos no tomados en cuenta 

Todos los hechos fueron tomados en cuenta. 

 
 

1.2.3. SENTENCIA DE LA SALA PENAL PERMANENTE 

DE LA CORTE SUPREMA DE AREQUIPA 

Con fecha 28 de noviembre de 2017 LA SALA PENAL 

PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA declaró 

inadmisible el recurso de casación formulada contra la 

sentencia de vista del 03 de agosto de 2017 emitida por 

LA SEGUNDA SALA DE APELACIONES DE LA 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE AREQUIPA. 

1.2.3.1. Hechos tomados en cuenta: 

● Afirma que, ambas instancias consideran que, ante la 

existencia de una circunstancia privilegiada 

corresponde establecer un nuevo arco punitivo, 

siendo este por debajo del mínimo legal, esto es, la 

mayor disminución aplicando analógicamente la 

dimensión de la reincidencia en tanto es favorable al 

procesado; sin embargo, los señores magistrados del 

colegiado superior precisaron que luego de la 

identificación de un nuevo marco punitivo, cabe la 

subdivisión del espacio punitivo en ocho partes o 

tramos, por tratarse del delito de robo agravado que 

cuenta con ocho circunstancias agravantes 

específicas, y situarse en el tercer espacio creado 

para una vez más dividir el espacio punitivo, esta vez 

en tres y ubicar la pena concreta en siete años y seis 

meses 
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1.2.3.2. Hechos no tomados en cuenta 

Todos los hechos fueros tomados en cuenta. 

 
 

2. PROBLEMAS 

 
2.1. Problema Principal o Eje 

¿Los procesados, cometieron el delito contra el patrimonio en 

la modalidad de robo agravado en agravio de Franklin Borda 

Cruz? 

 

2.2. Problemas Colaterales: 

En el presente caso no existe problema colateral, ya que no 

existe responsabilidad civil en otra vía y tampoco existe 

responsabilidad administrativa por la naturaleza de la conducta 

objeto de investigación. 

 

2.3. Problemas Secundarios: 

1. ¿Hubo Conducta? 

 
 

2. ¿La conducta es típica? 

 
 

3. ¿La conducta antijurídica? 

 
 

4. ¿La conducta es culpable? 

 
 

5. ¿El procesado es autor o participe? 
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3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

 
3.1. NORMAS LEGALES 

3.1.1. Constitución Política del Perú 

Artículo 1º.- Defensa de la Persona Humana 
 

La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad 

son el fin supremo de la Sociedad y del Estado. 

Artículo 2º.- Derechos Fundamentales de la Persona 

Toda persona tiene derecho: 

16. A la propiedad. 

24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 

e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad. 

f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 

motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de 

flagrante delito. 

El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado 

correspondiente, dentro de las 24 horas o en el término de la 

distancia. 

Estos plazos no se aplican en los casos de terrorismo, 

espionaje o tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las 

autoridades policiales pueden efectuar la detención 

preventiva de los presuntos implicados por un término no 

mayor de 15 días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio 

Público y al Juez, quien puede asumir jurisdicción antes de 

vencido dicho término. (*) 

* Mediante la Ley N° 30558 de fecha 04 de mayo de 2017, se 

reforma el literal f del inciso 24 del artículo 2° de la 

Constitución Política del Perú. 

f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 
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motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de 

flagrante delito. La detención no durará más del tiempo 

estrictamente necesario para la realización de las 

investigaciones y, en todo caso, el detenido debe ser puesto 

a disposición del juzgado correspondiente, dentro del plazo 

máximo de 48 horas o en el término de la distancia. 

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, 

espionaje, tráfico ilícito de drogas y a los delitos cometidos por 

organizaciones criminales. En tales casos, las autoridades 

policiales pueden efectuar la detención preventiva de los 

presuntos implicados por un término no mayor de quince días 

naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al Juez, 

quien puede asumir su jurisdicción antes de vencido dicho 

término. 

 

 
Artículo 3º.- Derechos Constitucionales 

La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo 

no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni otros 

de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del 

hombre, o en los principios de soberanía del pueblo, del 

Estado democrático de derecho y de la forma republicana de 

gobierno. 

 

Artículo 138º.- Función Jurisdiccional 

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 

ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos 

jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las leyes. 

En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma 

constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la 

primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra 

norma de rango inferior. 
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Artículo 139°. - Principios de la Función Jurisdiccional 

Son Principios de la función jurisdiccional: 

a) La observancia del debido procesado y la tutela 

jurisdiccional. 

b) La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria 

a Ley. 

c) La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas 

las instancias, excepto los derechos de mero trámite, con 

mención expresa de la ley aplicable y los fundamentos de 

hecho en que se sustentan. 

d) La pluralidad de la instancia. 

e) El principio de que toda persona deber ser informada, 

inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su 

detención. 

 
 

Artículo 143°. - Órganos Jurisdiccionales 

El Poder Judicial está integrado por órganos jurisdiccionales 

que administran justicia en nombre de la Nación, y por 

órganos que ejercen su gobierno y administración. 

Los órganos jurisdiccionales son: La Corte Suprema de 

Justicia de la República y las demás cortes y juzgados que 

determine su ley orgánica. 

 

Artículo 159°. - Atribuciones del Ministerio Público 

Corresponde al Ministerio Público: 

1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción 

judicial en defensa de la legalidad y de los intereses 

públicos tutelados por el derecho. 

2. Velar por la independencia de los órganos 

jurisdiccionales y por la recta administración de justicia. 

3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad. 

4. Conducir desde su inicio la investigación del delito. Con 

tal propósito, la Policía Nacional está obligada a cumplir 

con los mandatos del Ministerio Publico en el ámbito de 
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su función. 

5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte. 

6. Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en 

los casos que la ley contempla. 

7. Ejercer iniciativa en la formación de las leyes; dar cuenta 

al Congreso, o al presidente de la República, de los 

vacíos o defectos de la legislación. 

3.1.2. CÓDIGO PENAL 

 
Título preliminar 

Artículo II.- Principio de Legalidad 

Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito o 

falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido 

a pena o medida de seguridad que no se encuentren 

establecidas en ella. 

 
Artículo IV.- Principio de Lesividad 

La pena, necesariamente, precisa de la lesión o puesta en 

peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley. 

 
Artículo V.- Garantía Jurisdiccional 

Sólo el Juez competente puede imponer penas o medidas de 

seguridad; y no puede hacerlo sino en la forma establecida en 

la ley. 

 
Artículo VIII.- Proporcionalidad de las sanciones 

La pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el hecho. 

Esta norma no rige en caso de reincidencia ni de habitualidad 

del agente al delito. La medida de seguridad sólo puede ser 

ordenada por intereses públicos predominantes. 

 
Parte General 

Artículo 12°.- Delito Doloso y Culposo. 

Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente 
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de infracción dolosa. 

El agente de infracción culposa es punible en los casos 

expresamente establecidos por la ley. 

 
Artículo 23°.- Autoría, autoría mediata y coautoría 

El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los 

que lo cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena 

establecida para esta infracción. 

 
Artículo 28°.- Clases de Pena 

Las penas aplicables de conformidad con este Código son: 

- Privativa de libertad; 

- Restrictivas de libertad; 

- Limitativas de derechos; y 

- Multa. 

 
 

Artículo 45°.- Presupuestos para fundamentar y 

determinar la pena 

El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene 

en cuenta: 

a. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el 

abuso de su cargo, posición económica, formación, poder, 

oficio, profesión o la función que ocupe en la sociedad. 

b. Su cultura y sus costumbres. 

c. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas 

que de ella dependan, así como la afectación de sus derechos 

y considerando especialmente su situación de vulnerabilidad. 

 
Artículo 46°.- Principios de determinación de la pena 

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, 

el juez atenderá la responsabilidad y gravedad del hecho 

punible cometido, en cuanto no sean específicamente 

constituidas de los hechos punibles o modificatorios de la 

responsabilidad, considerando especialmente: 
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1. La naturaleza de la acción 

2. Los medios empleados 

3. La importancia de los deberes infringidos, 

4. La extensión del daño o peligroso causados, 

5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo, y ocasión, 

6. Los móviles y fines 

7. La unidad o pluralidad de los agentes 

8. La edad, educación, situación económica y medio social, 

9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño 

10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto, y 

11. Las condiciones personales y circunstancias que llevan 

conocimiento del agente. 

El juez debe tomar conocimiento directo del agente y, en 

cuanto sea posible o útil, de la víctima. 

 
Artículo 92°.- La reparación civil: Oportunidad de su 

determinación 

La reparación civil se determina conjuntamente con la pena y 

es un derecho de la víctima que debe efectivizarse durante el 

tiempo que dure la condena. El juez garantiza su cumplimiento 

 
Artículo 93°.- Contenido de la reparación civil. 

La reparación comprende: 

1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; 

y 

2. La indemnización de los daños y perjuicios. 

 
 

Artículo 189°.- Robo agravado. 

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el 

robo es cometido: 

1. En inmueble habitado. 

2. Durante la noche o en lugar desolado. 

3. A mano armada. 

4. Con el concurso de dos o más personas. 
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5. En cualquier medio de locomoción de transporte público o 

privado de pasajeros o de carga, terminales terrestres, 

ferroviarios, lacustres y fluviales, puertos, aeropuertos, 

restaurantes y afines, establecimientos de hospedaje y lugares 

de alojamiento, áreas naturales protegidas, fuentes de agua 

minero-medicinales con fines turísticos, bienes inmuebles 

integrantes del patrimonio cultural de la Nación y museos. 

6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del 

sector privado o mostrando mandamiento falso de autoridad. 

7. En agravio de menores de edad, personas con 

discapacidad, mujeres en estado de gravidez o adulto mayor. 

8. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios. 

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el 

robo es cometido: 

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de 

la víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o 

mediante el empleo de drogas, insumos químicos o fármacos 

contra la víctima. 

3. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación 

económica. 

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio 

cultural de la Nación. 

La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en 

calidad de integrante de una organización criminal, o si, como 

consecuencia del hecho, se produce la muerte de la víctima o 

se le causa lesiones graves a su integridad física o mental. 

3.1.3. LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Artículo 1°.- Función 

El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado que 

tiene como funciones principales la defensa de la legalidad, los 

derechos ciudadanos y los intereses públicos, la 

representación de la sociedad en juicio, para los efectos de 
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defender a la familia, a los menores, a incapaces y el interés 

social, así como velar por la moral pública, la persecución del 

delito y la reparación civil. También velará por la prevención del 

delito dentro de las limitaciones que resultan de la presente ley 

y por la independencia de los órganos judiciales y la recta 

administración de justicia y las demás que le señalan la 

Constitución Política del Perú y el ordenamiento jurídico de la 

Nación. 

 
Artículo 10°.- Comunicación del Fiscal 

Tan luego como el fiscal provincial en lo penal sea informado 

de la detención policial de persona imputada de la comisión de 

delito se pondrá en comunicación, por sí o por medio de su 

Adjunto o de su auxiliar debidamente autorizado, con el 

detenido, para el efecto de asegurar el derecho de defensa de 

éste y los demás, según le reconocen la Constitución y las 

leyes. 

 
Artículo 11°.- Titularidad de la acción penal del Ministerio 

Público 

El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, la 

que ejercita de oficio, a instancia de la parte agraviada o por 

acción popular si se trata del delito de comisión inmediata o de 

aquellos contra los cuales la ley la concede expresamente. 

 
Artículo 14°.- Carga de la Prueba 

Sobre el Ministerio Público recae la carga de la prueba en las 

acciones civiles penales y titulares que ejercite, así como en los 

casos de faltas disciplinarias que denuncie. Los jueces y 

demás funcionarios públicos, sin perjuicio de las atribuciones 

que al respecto les otorgan la ley, citarán oportunamente bajo 

responsabilidad, al Fiscal que actúe en el proceso de que 

conocen a sus diligencias fundamentales y a las de actuación 

de pruebas ofrecidas por cualquiera de las partes u ordenadas 
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de oficio. También será notificado dicho Fiscal con las 

resoluciones que se expidan en el proceso, bajo pena de 

nulidad. 

 

 
3.1.4. LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

 
Artículo 1°.- Potestad exclusiva de administrar justicia 

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 

ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos 

con sujeción a la Constitución y a las leyes. 

No existe ni puede instituirse jurisdicción alguna independiente 

del Poder Judicial, con excepción de la arbitral y la militar. 

 
Artículo 7°.- Tutela Jurisdiccional y Debido Proceso 

En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona goza 

de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un debido 

proceso. 

Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de 

justicia, promoviendo y manifestando condiciones de 

estructura y funcionamiento adecuados para tal propósito. 

 
Artículo 12°.- Motivación de Resoluciones 

Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, 

son motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los 

fundamentos en que se sustentan, pudiendo estos 

reproducirse en todo o en parte sólo en segunda instancia, al 

absolver el grado. 

 
Artículo 34°.- Competencia de las Salas Penales 

Las Salas Penales conocen: 

1.- El recurso de apelación en procesos sentenciados por las 

Cortes Superiores en materia penal, que sean de su 

competencia. 

2.- De los recursos de casación conforme a ley. 
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3.- De las contiendas y transferencias de competencia, 

conforme a ley. 

4.- De la investigación y juzgamiento de los delitos que se 

imputan contra los funcionarios comprendidos en el artículo 

183º de la Constitución, Fiscales y Vocales Superiores, 

miembros del Consejo Supremo de Justicia Militar y contra 

los demás funcionarios que señala la ley, conforme a las 

disposiciones legales pertinentes. 

5.- De las extradiciones activas y pasivas. 

6.- De los demás procesos previstos en la ley. 

 
 

3.2. Doctrina 

 

3.2.1. Principio de legalidad 

[...] Para que la pena produzca su función de coaccionar 

psíquicamente, han de hallarse definidos el delito y la pena 

en la ley, ya que para producir una amenaza efecto 

intimidante, el amenazado tiene que saber por qué se le 

conmina y con qué se le coacciona. (Jiménez, 1964, p.381). 

 
3.2.2. Principio de legalidad y seguridad jurídica 

El principio de legalidad es, pues, un medio racional de 

lograr la seguridad jurídica que evita que el sistema punitivo 

se desborda creando formas e instrumentos coercitivos que 

no expresan necesidades finales de los procesos de 

organización de las personas, la sociedad o el Estado. 

(Urquizo, 2000, p.18). 

 
3.2.3. Teoría del robo como delito complejo 

Se sostiene que como en la figura del robo concurren 

elementos constitutivos de otras figuras delictivas como son 

coacciones, lesiones, uso de armas de fuego, incluso 

muertes de personas, estamos ante un delito complejo. 

(Salinas, 2018, P.1237) 
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3.2.4. Justificación de la pena 

La pena es un mal que impone el legislador por la comisión 

de un delito al culpable o culpables del mismo y se justifica 

por su necesidad como medio de represión indispensable 

para mantener las condiciones de vida fundamentales para 

la convivencia de personas en una comunidad. Sin la pena, 

la convivencia humana en la sociedad actual sería un 

imposible. Su justificación no es, por consiguiente, una 

cuestión religiosa o filosófica sino una amarga necesidad. 

(Muñoz, 1998, p. 243) 

 
3.2.5. Robo con el concurso de dos o más personas 

Es suficiente que el robo se realice por dos o más personas 

en calidad de partícipes. No es exigible acuerdo previo; solo 

es necesario participar en el delito de cualquier forma: 

coautoría o complicidad. (Peña, 1993, p. 82) 

 
3.2.6. Vinculación del delito de robo 

Para la configuración del delito de robo es necesario que 

exista una vinculación tanto objetiva como subjetiva de la 

violencia con el apoderamiento; ello implica, que su empleo 

haya sido el medio elegido por el agente para perpetrarlo o 

consolidarlo. (Rojas, Infantes & Quispe, 2000, p. 244) 

 
3.2.7. Coautoría en el robo 

Solo aparece la agravante cuando las dos o más personas 

que participan en el robo lo hacen en calidad de coautores. 

Es decir, cuando todos con su conducta teniendo el dominio 

del hecho aportan en la comisión del robo. […]. 

El mismo fundamento de la agravante nos lleva a concluir de 

ese modo, pues el número de personas que deben participar 

en el hecho mismo facilita su consumación por la merma 

significativa de la eficacia de las defensas de la 
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víctima. El concurso debe ser en el hecho mismo de la 

sustracción-apoderamiento. No antes ni después, y ello solo 

puede suceder cuando estamos ante la coautoría. (Salinas, 

2013, p. 1020-1021) 

 
3.2.8. El delito de robo con el concurso de dos o más personas 

Con el concurso de dos o más personas. Este supuesto se 

verifica siempre y cuando esas “dos o más personas” tengan 

la condición de coautores, o, como dice Klaus Roxin, 

participen "en autoría funcional”. 

Aquí no se discute la problemática sobre la participación, 

esto es, si los sujetos activos actúan en calidad de cómplices 

primarios, secundarios, o instigadores, que son figuras de 

otra naturaleza jurídica. (Aguirre, 1991, p.187) 

 
3.2.9. El delito de robo – tipo base 

El robo es un delito de apoderamiento que presenta 

elementos típicos idénticos al delito de hurto, así́ : el bien 

jurídico protegido, el apoderamiento mediante sustracción, 

la ilegitimidad de la acción, el bien mueble, total o 

parcialmente ajeno, como objeto material del delito, y, que 

el sujeto actúe con la finalidad de obtener provecho. 

(Gálvez, 2011, p. 749) 

 
3.2.10. Definición del tipo penal de delito de robo 

El que se apodera de un bien mueble total o parcialmente 

ajeno luego de haberlo sustraído del ámbito de vigilancia 

que sobre el ejerce su legítimo propietario o copropietario, 

empleando violencia física contra las personas o 

amenazándolas con un peligro inminente para su vida o 

integridad física. (Prado, 2017, p. 89) 
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3.3. Jurisprudencia 

 
3.3.1 El delito de robo 

“El delito de robo sanciona a quien se apodera 

ilegítimamente de un bien mueble total o parcialmente 

ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar 

donde se encuentre, mediante el empleo de violencia 

contra la persona o bajo amenaza de un peligro inminente 

para su vida o su integridad física”. 

R.N. N°2470-2013. La Libertad. Sala Penal Permanente 

de La Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.2 Elementos del tipo penal 

“Que de los medios de prueba glosados se advierte que la 

conducta de los encausados cumplen con los elementos 

objetivos del tipo penal -apoderamiento ilegitimo de bien 

mueble ajeno mediante sustracción del lugar donde se 

encontraban, además del empleo de violencia sobre el 

agraviado-; que, sin embargo, el delito de robo exige, a 

parte del dolo, la presencia de un elemento subjetivo del 

tipo como es el ánimo de lucro, el cual comprende la 

intención del agente de apoderarse del bien mueble para 

obtener un beneficio o provecho, que sin la presencia de 

este animus lucrandi no se configura el hecho punible 

descrito en el artículo ciento ochenta y ocho del Código 

Penal”. 

R.N. N°2191-2009. Callao. Sala Penal Permanente de La 

Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.3 Agravantes del tipo penal del robo 

“Asimismo, se le imputa el delito de robo agravado, previsto 

en el artículo ciento ochenta y ocho, concordado con los 

incisos dos y cuatro del primer párrafo del artículo ciento 

ochenta y nueve del Código Penal, modificado por la Ley 
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número veintinueve mil cuatrocientos siete, referidos a 

cuando el hecho ilícito es cometido durante la noche y con 

el concurso de dos o más personas, que establece para el 

agente una pena privativa de libertad no menor de doce ni 

mayor de veinte años. Debe indicarse que ambos delitos 

fueron consumados, debido a que los encausado tuvieron 

la posibilidad potencial de disponer de los bienes 

sustraídos, por lo que se descarte la tesis de la defensa 

técnica respecto a que el delito de robo agravado quedo en 

grado de tentativa, porque al momento de la detención de 

los encausados se les encontró el bien sustraído”. 

R.N. N°1832-2013. Huánuco. Sala Penal Permanente de 

La Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
 

3.3.4 Flagrancia delictiva 

“Que, para lograr su cometido, señalo que el acusado DV 

fue quien le apunto el arma de fuego y lo amenazo con 

asesinarlo si no se dejaba robar, mientras que el procesado 

VV era el sujeto que portaba en la mano un desarmador de 

color amarillo, con el que le hinco en la espalda por 

oponerse inicialmente al asalto. Finalmente, al ponerse a la 

vista las armas -revolver y desarmador- incautados a los 

procesados, reconoció que aquellas fueron utilizadas para 

cometer el evento delictivo en su agravio… por tanto, esta 

incriminación genera convicción y certeza a este supremo 

Tribunal, máxime si los acusados VV y DV fueron detenidos 

en flagrancia delictiva; esto es, sin solución de continuidad, 

minutos después de haberse producido el asalto en agravio 

de EECC”. 

R.N. N°813-2013. Lima. Sala Penal Transitoria de La 

Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.5 Presupuestos del delito de robo agravado 

“No advirtiendo   razones   objetivas   que   invaliden   la 
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sindicación del agraviado; su testimonio y reconocimiento 

son prueba válida de cargo y, por ende, tienen virtualidad 

procesal para enervar la presunción de inocencia que 

asiste al procesado, tanto más si las declaraciones están 

corroboradas con otros medios periféricos que dotan de 

credibilidad la incriminación señalada.” 

R.N N° 1324-2016, 9 de agosto de 2012. Primera Sala 

Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte 

Superior de Justicia de Lima 

 
3.3.6 Acto de apoderamiento en el robo agravado 

“Corresponde señalar que el tipo penal en análisis, robo 

agravado, para su configuración típica exige que el agente 

se apodere ilegítimamente de un bien mueble, total o 

parcialmente ajeno, sustrayéndolo del lugar donde se 

encuentra, de forma que el acto de apoderamiento es, 

pues, el elemento central de identificación para determinar, 

en el iter criminis, la consumación y la tentativa de este 

delito. 

Desde esta perspectiva el apoderamiento importa: “(a) el 

desplazamiento físico de la cosa del ámbito del poder 

patrimonial del tenedor –de su esfera de posesión– a la del 

sujeto activo, y (b) la realización material de actos 

posesorios, de disposición sobre la misma. 

Conforme lo expuesto, la determinación del momento de 

consumación de este tipo penal se produce cuando el 

agente tiene la disponibilidad potencial de la cosa sustraída, 

es decir, cuenta con la posibilidad de realizar sobre la cosa 

actos de disposición o facultades de domino. La sola 

sustracción de la cosa no es el criterio definitorio para la 

consumación del delito de robo agravado como, en el caso, 

plantea erróneamente la Sala Superior”. 

R.N N° 2307-2019, 12 de abril de 2021. Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de La 
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República. 

 
3.3.7 Consumación del delito de robo agravado 

La consumación en el delito de robo está condicionada a 

la disponibilidad de la cosa sustraída, conforme con lo 

establecido por la Sentencia Plenaria número uno-dos mil 

cinco/DJ-trescientos uno-A. Esta disponibilidad no se dio al 

ser intervenidos los encausados, inmediatamente y sin 

interrupción, después de iniciada la persecución, 

recuperándose el objeto del delito. 

Casación N°440-2017. Santa. Sala Penal Transitoria de 

La Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.8 Delito de robo agravado 

“El delito de robo agravado es “aquella conducta por la cual 

el agente se apodera mediante violencia o amenaza sobre 

su víctima, de un bien mueble total o parcialmente ajeno, 

privando al titular del bien jurídico del ejercicio de sus 

derechos de custodia y posesión, asumiendo de hecho la 

posibilidad objetiva de realizar actos de disposición […]”. 

R.N. N°428-2014. Piura. Sala Penal Permanente de La 

Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.9 Robo con muerte 

“En tal sentido, cabe señalar que el delito de robo agravado 

con subsecuente muerte se configura cuando el agente 

como consecuencia de los actos propios del uso de la 

violencia para facilitar el apoderamiento o para vencer la 

resistencia de quien se opone al apoderamiento, le 

ocasiona o le produce la muerte […].” 

R.N. N°1953-2013. Lima Norte. Sala Penal Transitoria 

de La Corte Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.10 Agravante 

“[…] lo que constituye un robo consumado, con las 
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circunstancias agravantes de que fue realizado a mano 

armada y con el concurso de dos o más personas.” 

R.N. N°1528-2013. Huánuco. Sala Penal Transitoria de 

La Corte Suprema de Justicia de La República. 
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4. DISCUSIÓN 

 

• “La acción es toda conducta —consciente y voluntaria— orientada a un 

objeto de referencia y materializada como expresión de la realidad 

práctica. En este sentido, los delitos dolosos son procesos de 

comunicación en los cuales el autor conduce su actividad sobre el 

objeto y proyecta una pretensión de validez. En los delitos 

imprudentes también existe un proceso de comunicación en el cual el 

sujeto es consciente frente a los objetos de referencia que están 

representados por las normas de cuidado en una actividad 

determinada. Los delitos de omisión constituyen una forma de 

actividad volitiva y comunicativa donde el objeto de referencia puede 

ser una norma perceptiva o una actividad en que esté en contacto con 

el medio y con otros sujetos.” (Villavicencio, 2017, p.56) 

• La Primera Sala. Sexta Época. Semanario Judicial de la Federación. 

Volumen XXII, Segunda Parte, Pág. 187, define a la tipicidad como 

“un elemento objetivo del delito, que se integra mediante la función de 

comprobación de que el hecho imputado (conducta y resultado) se 

adecúa al presupuesto normativo y descriptivo (tipo), la sentencia 

impugnada, al aceptar que en autos se comprobó el cuerpo del delito 

previsto en un precepto, está realizando la función de comprobar que 

el hecho imputado encaja, en forma perfecta, dentro de la hipótesis 

recogida por el tipo.” 

En el presente caso los encausados cumplen con lo establecido líneas 

arriba, ya que su comportamiento se encuentra tipificado en el artículo 

188° del código penal, con su agravante de los incisos 4 y 7 del primer 

párrafo del artículo 189° del Código Penal, referente a ROBO 

AGRAVADO y este comportamiento se encuentra previsto de DOLO 

ya que el accionar de estos fue con CONCIENCIA Y VOLUNTAD de 

realizar el tipo penal, así como el “ánimo de lucro”, por querer 

apoderarse del patrimonio del menor agraviado. 

• La conducta es antijurídica porque la acción típica realizada por los 

encausados, de apropiarse ilegítimamente del bien del agraviado se 

encuentra tipificada en el artículo 188° del código penal, con su 



41  

agravante de los incisos 4 y 7 del primer párrafo del artículo 189° del 

Código Penal; para profundizar, según Zaffaroni, la antijuridicidad no 

surge del derecho penal, sino de todo el orden jurídico, porque la anti 

normatividad puede ser neutralizada por un permiso que puede 

provenir de cualquier parte del derecho. 

La antijuridicidad consiste en la constatación de que la conducta típica 

(antinormativa) no está permitida por ninguna causa de justificación 

(precepto permisivo) en ninguna parte del orden jurídico (derecho 

penal, civil, comercial, laboral, etc.). 

Es decir, como expresa Fontán Balestra, la antijuridicidad es el 

resultado de un juicio en cuya virtud se afirma el desvalor objetivo y 

substancial de una acción humana, confrontándola con el 

ordenamiento   jurídico   en    su    totalidad; incluyendo   los principios 

generales del derecho. 

La antijuridicidad constituye la sustancia del delito. El delito es por 

esencia un acto contrario al derecho (nullum cirmen sine iniuria). Por 

esa causa se puede afirmar que la adecuación típica constituye un 

indicio de antijuridicidad, que supone el enjuiciamiento de una acción, 

adecuada a un tipo penal, a la luz de lo que disponen las reglas que 

integran el ordenamiento jurídico, y la afirmación de su desvalor. La 

antijuridicidad es el resultado de un juicio en cuya virtud afirmamos la 

injusticia de una acción concreta. 

• Al respecto, el profesor Muñoz Conde (2004) define a la tipicidad 

como la adecuación de un hecho cometido a la descripción que de 

ese hecho se hace en la ley penal. (p. 251). Asimismo, Felipe 

Villavicencio (2017) refiere que: “La tipicidad es la adecuación de un 

hecho al tipo penal. Es una operación técnica mediante la cual un 

hecho producido en la realidad es subsumido dentro del supuesto de 

hecho —tipo— que describe la ley penal. Este procedimiento se 

denomina juicio de tipicidad, que es un proceso de imputación donde 

se toma como base al bien jurídico protegido”. (p. 65). 

• El delito cometido por los encausados se consumó cuando sustrajeron 

el bien y lograron beneficiarse del mismo según se desprende del 

proceso y de las diligencias actuadas, subsumiéndose dicho proceder 
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en el tipo penal del artículo 188° del código penal, el mismo que 

establece que "El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble 

total o parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del 

lugar en el que se encuentra, empleando violencia contra la persona 

o amenazándola con un peligro inminente para su vida o integridad 

física"; así mismo, si el delito es con el concurso de dos o más 

personas; y, en agravio de menores de edad, persona con 

discapacidad, mujeres en estado de gravidez o adulto mayor, da 

origen a las agravantes establecidas en los incisos 4 y 7 del primer 

párrafo del artículo 189° del Código Penal. Al respecto, la Sentencia 

Plenaria N° 1-2005/DJ301-A, establece que “(…) como doctrina legal, 

respecto a los delitos de robo agravado, que el momento 

consumativo; requiere la disponibilidad de la cosa sustraída por el 

agente, disponibilidad que, más que real y efectiva debe ser potencial. 

SENTENCIA PLENARIA N° 1-2005/DJ- 301-A. SAN MARTIN 

CASTRO, Cesar. Jurisprudencia y Precedente Penal Vinculante Lima 

2006, pág. 955. 
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5. CONCLUSIONES 

 
1) El requerimiento de acusación presentado por el Ministerio Público infiere 

que en el presente caso se puede concluir que los procesados, acusados, 

fueron los co-autores del delito contra el patrimonio – en la modalidad de 

robo agravado, esto debido a que se cumplen los presupuestos 

sustantivos que señala el Código Penal, esto está vinculado con la teoría 

del delito en donde se tiene la conducta, tipicidad, antijuricidad y 

culpabilidad, todo esto luego de un exhaustivo análisis se llega a 

determinar si hay una responsabilidad penal o si es que se puede 

determinar un eximente de la pena; pero este análisis se encuentra 

enmarcado en lo prescrito en el artículo 188°, que es el tipo base penal, y 

los incisos 4 y 7 del primer párrafo del artículo 89° del Código Penal. 

 
2) La Sentencia que emitió la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 

estuvo acorde a lo que regula el Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116, por 

lo que mi análisis se centra en que es un fallo correcto, la sala tomó la 

decisión correcta. 

 
3) Sobre la Reparación Civil, se puede inferir que el Ministerio Público llegó 

a fijar la suma de S/ 3 000.00 soles, y viendo el fundamento de la fiscalía 

como es el lucro cesante y el daño emergente, considero que sí estuvo 

bien formulado, pues muy aparte de plantear la pena en la acusación, el 

fiscal debe solicitar una remuneración pecuniaria debido a la presencia de 

un daño, es así que esto se ve reflejado como una indemnización de los 

perjuicios que ha sufrido la parte denunciante. 
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B. HECHOS DE FORMA 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

1.1. Investigación Preparatoria 

● Con fecha 12 de setiembre de 2017 a través de Disposición N° 01 LA 

SEGUNDA FISCALIA PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE 

AREQUIPA dispuso FORMALIZAR LA INVESTIGACION 

PREPARATORIA, por la presunta comisión del delito de ROBO 

AGRAVADO, previsto y sancionado en el artículo 188 concordando 

con el articulo 189 primer párrafo incisos 2 y 4 del Código Penal, en 

contra de Marco Antonio Coaquira Sonco y Cristopher Leoncio Milla 

Vargas, en agravio de Franklin Borda Cruz. 

● Con fecha 25 de noviembre de 2017 LA SEGUNDA FISCALIA 

PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE AREQUIPA dispuso 

ampliar investigación preparatoria en contra de Marco Antonio 

Coaquira Sonco por la presunta comisión del delito de peligro común 

en la modalidad de conducción de vehículo en estado de ebriedad 

previsto y sancionado en el artículo 274 del Código Penal en agravio 

de la sociedad representada por el Ministerio Publico. 

1.2. Etapa Intermedia. 

● Con fecha 03 de enero de 2018 LA SEGUNDA FISCALIA 

PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE AREQUIPA luego de 

realizada la investigación preparatoria y a tenor de lo establecido en 

el artículo 349°° del Código Procesal Penal FORMULA 

REQUERIMIENTO ACUSATORIO en contra de MARCO ANTONIO 

COAQUIRA SONCO y CRISTOPHER LEONCIO MILLA VARGAS, 

por la presunta comisión del delito de robo agravado, previsto y 

sancionado en el artículo 188 concordado con el articulo 189 primer 

párrafo, incisos 2,4 y 5 del Código Penal, en agravio de Franklin 

Borda Cruz. Y en contra de MARCO ANTONIO COAQUIRA SONCO 

por la presunta comisión del delito de peligro común, previsto y 

sancionado en el artículo 274, primer párrafo, en agravio de la 

sociedad representada por el Ministerio Publico. 
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1.3. Etapa de Juzgamiento 

● Con fecha 22 de marzo de 2017 EL PRIMER JUZGADO PENAL 

COLEGIADO SUPRAPROVINCIAL, declarando a MARCO 

ANTONIO COAQUIRA SONCO y CRISTOPHER LEONCIO MILLA 

VARGAS como coautores de la comisión del delito contra el 

patrimonio en la modalidad de robo agravado, ilícito previsto y 

sancionado en el artículo 188 concordante con los incisos 2,4 y 5 

del primer párrafo del artículo 189° del Código Penal en agravio de 

Franklin Borda Cruz, y como tal le impusieron cuatro años y tres 

meses de pena privativa de libertad en forma efectiva, y señalando 

como monto de reparación civil la suma de S/ 3000.00 soles a favor 

de la parte agraviada. 

1.4. Etapa de Impugnación 

● Con fecha 07 de abril de 2017 la defensa del sentenciado 

Cristopher Leoncio Milla Vargas interpuso recurso impugnatorio de 

apelación, solicitando que en su momento se reforme la apelada, 

y se reduzca la pena a cuatro años de pena privativa de libertad 

con carácter de efectiva, convertida a 208 jornadas de trabajo 

comunitario. 

● Con fecha 03 de agosto de 2017 LA SEGUNDA SALA PENAL DE 

APELACIONES DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE 

AREQUIPA a través de Resolución N° 07 declaró INFUNDADO los 

recursos de apelación interpuestos por los acusados; y declaró 

FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio 

Publico, revocando la sentencia e imponiéndole 06 años de pena 

privativa de libertad de forma efectiva. 

● Con fecha 17 de agosto de 2017 el sentenciado Marco Antonio 

Coaquira Sonco interpuso recurso de casación en contra de la 

sentencia emitida por la segunda sala penal de apelaciones de 

Arequipa a efectos de que declaren la nulidad de la recurrida. 
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● Con fecha 28 de noviembre de 2017 LA SALA PENAL 

PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA declaró inadmisible el 

recurso de casación formulada contra la sentencia de vista del 03 

de agosto de 2017 emitida por LA SEGUNDA SALA DE 

APELACIONES DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE 

AREQUIPA. 

 

 
2. PROBLEMAS 

 
 

2.1. Problema Principal o Eje 

El proceso instaurado en contra de los procesados, ¿Se desarrolló 

conforme a las garantías preceptuadas en la Constitución Política 

del Perú? 

 

2.2. Problemas Colaterales 

Del estudio de autos no se advierte problemas colaterales 

 

 
2.3. Problemas Secundarios 

 

1. ¿El Ministerio Público cumplió con la función que la 

Constitución y las leyes le señalan? 

2. ¿Al interponer el Recurso Extraordinario de Casación que 

causales cuestionan los procesados? 

3. ¿Los procesados ejercieron su derecho a la defensa en el 

presente caso? 

4. ¿Se cumplieron los plazos en el proceso Penal? 

5. ¿La sentencia de la Corte Suprema cumplió con las 

formalidades de ley? 

6. ¿Se observó el principio de instancia plural? 

7. ¿Se aplicó correctamente la reducción de la pena por 

Conclusión Anticipada del Proceso? 
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3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

 
3.1. Normas Legales 

3.1.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 

Artículo 2°. - Toda persona tiene derecho: 

− Inciso 24: A la libertad y a la seguridad personal. En 

consecuencia: 

• e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad. 

• f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 

motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de 

flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del 

juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en 

el término de la distancia. Estos plazos no se aplican a los casos 

de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales 

casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención 

preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor 

de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público 

y al juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho 

término. * 

* Mediante la Ley N° 30558 de fecha 04 de mayo de 2017, se 

reforma el literal f del inciso 24 del artículo 2° de la Constitución 

Política del Perú. 

• f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 

motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de 

flagrante delito. La detención no durará más del tiempo 

estrictamente necesario para la realización de las 
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investigaciones y, en todo caso, el detenido debe ser puesto a 

disposición del juzgado correspondiente, dentro del plazo 

máximo de 48 horas o en el término de la distancia. 

• Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje, 

tráfico ilícito de drogas y a los delitos cometidos por 

organizaciones criminales. En tales casos, las autoridades policiales 

pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados 

por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta 

al Ministerio Público y al Juez, quien puede asumir su jurisdicción 

antes de vencido dicho término. 

 

Artículo 139°. - Son principios y derechos de la función 

jurisdiccional: 

Inciso 3: La observancia del debido proceso y la tutela 

jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la 

jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento 

distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos 

jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas 

al efecto, cualquiera sea su denominación. 

Inciso 14: El principio de no ser privado del derecho de defensa en 

ningún estado del proceso. Toda persona será informada 

inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su 

detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un 

defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es 

citada o detenida por cualquier autoridad. 

 
Artículo 159°.- Corresponde al Ministerio Público 

1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en 

defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por 

el derecho. 

2. Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por 

la recta administración de justicia. 
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3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad 

4. Conducir desde su inicio la investigación del delito. Con tal 

propósito, la Policía Nacional está obligada a cumplir los 

mandatos del Ministerio Publico en el ámbito de su función 

5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte. 

6. Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos 

que la ley contempla. 

7. Ejercer iniciativa en la formación de las leyes; y dar cuenta al 

congreso, o al presidente de la República, de los vacíos o 

defectos de la legislación. ¨ 

 

3.1.2. NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL 

Artículo 60°.- Funciones 

1. El Ministerio Público es el titular del ejercicio de la acción penal. 

Actúa de oficio, a instancia de la víctima, por acción popular o por 

noticia policial. 

2. El Fiscal conduce desde su inicio la investigación del delito. Con 

tal propósito la Policía Nacional está obligada a cumplir los 

mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función. 

 

 
Artículo 61°.- Atribuciones y obligaciones. 

 
1. El Fiscal actúa en el proceso penal con independencia de 

criterio. Adecua sus actos a un criterio objetivo, rigiéndose 

únicamente por la Constitución y la Ley, sin perjuicio de las 

directivas o instrucciones de carácter general que emita la Fiscalía 

de la Nación. 

2. Conduce la Investigación Preparatoria. Practicará u ordenará 

practicar los actos de investigación que correspondan, indagando 

no sólo las circunstancias que permitan comprobar la imputación, 

sino también las que sirvan para eximir o atenuar la 
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responsabilidad del imputado. Solicitará al Juez las medidas que 

considere necesarias, cuando corresponda hacerlo. 

3. Interviene permanentemente en todo el desarrollo del proceso. 

Tiene legitimación para interponer los recursos y medios de 

impugnación que la Ley establece. 

4. Está obligado a apartarse del conocimiento de una investigación 

o proceso cuando esté incurso en las causales de inhibición 

establecidas en el artículo 53. 

 

 
Artículo 65°.- La investigación del delito destinada a ejercitar 

la acción penal 

1. El Ministerio Público, en la investigación del delito destinada a 

ejercitar la acción penal, deberá obtener los elementos de 

convicción necesarios para la acreditación de los hechos delictivos, 

así como para identificar a los autores o partícipes en su comisión. 

Con la finalidad de garantizar la mayor eficacia en la lucha contra 

el delito, el Ministerio Público y la Policía Nacional deben cooperar 

y actuar de forma conjunta y coordinada, debiendo diseñar 

protocolos de actuación, sin perjuicio de dar cumplimiento a lo 

dispuesto en los artículos 69 y 333. 

2. El fiscal, en cuanto tenga noticia del delito, realizará -si 

correspondiere- las primeras diligencias preliminares o dispondrá 

que las realice la Policía Nacional. 

3. Cuando el fiscal ordene la intervención policial, entre otras 

indicaciones, precisará su objeto y, de ser el caso, las formalidades 

específicas que deberán reunir los actos de investigación para 

garantizar su validez. La función de investigación de la Policía 

Nacional estará sujeta a la conducción del fiscal. 

4. El fiscal decide la estrategia de investigación adecuada al caso. 
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Programa y coordina con quienes corresponda sobre el empleo de 

pautas, técnicas y medios indispensables para la eficacia de la 

misma. La Policía Nacional brinda sus recomendaciones a tal 

efecto. Garantiza el derecho de defensa del imputado y sus demás 

derechos fundamentales, así como la regularidad de las diligencias 

correspondientes. 

5. El Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú, en la 

investigación del delito, observan en todo momento el principio de 

legalidad, pudiendo establecer programas de capacitación 

conjunta que permitan elevar la calidad de sus servicios. 

 

 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 

 

Artículo 29°.- Competencia de los Juzgados de la Investigación 

Preparatoria. 

Compete a los Juzgados de la Investigación Preparatoria: 
 

1. Conocer las cuestiones derivadas de la constitución de las 

partes durante la Investigación Preparatoria. 

2. Imponer, modificar o hacer cesar las medidas limitativas de 

derechos durante la Investigación Preparatoria. 

3. Realizar el procedimiento para la actuación de prueba 

anticipada. 

4. Conducir la Etapa Intermedia y la ejecución de la sentencia. 

 
5. Ejercer los actos de control que estipula este Código. 

 
6. Ordenar, en caso de delito con resultado de muerte, si no se 

hubiera inscrito la defunción, y siempre que se hubiera identificado 

el cadáver, la correspondiente inscripción en el Registro Nacional 

de Identificación y Estado Civil. 

7. Conocer de los demás casos que este Código y las Leyes 
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determinen. 

 
 
 

Artículo 323°.- Función del Juez de la Investigación 

Preparatoria. 

1. Corresponde, en esta etapa, al Juez de la Investigación 

Preparatoria realizar, a requerimiento del Fiscal o a solicitud de las 

demás partes, los actos procesales que expresamente autoriza 

este Código. 

2. El Juez de la Investigación Preparatoria, enunciativamente, está 

facultado para: a) autorizar la constitución de las partes; b) 

pronunciarse sobre las medidas limitativas de derechos que 

requieran orden judicial y -cuando corresponda- las medidas de 

protección; c) resolver excepciones, cuestiones previas y 

prejudiciales; d) realizar los actos de prueba anticipada; y, e) 

controlar el cumplimiento del plazo en las condiciones fijadas en 

este código. 

 

 
ETAPA INTERMEDIA 

 

Artículo V.- Competencia judicial 
 

1. Corresponde al órgano jurisdiccional la dirección de la etapa 

intermedia y, especialmente, del juzgamiento, así como expedir las 

sentencias y demás resoluciones previstas en la Ley. 

2. Nadie puede ser sometido a pena o medida de seguridad sino 

por resolución del órgano jurisdiccional determinado por la Ley. 

 

 
Artículo 29°.- Competencia de los Juzgados de la 

Investigación Preparatoria. 

Compete a los Juzgados de la Investigación Preparatoria: 
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1. Conocer las cuestiones derivadas de la constitución de las 

partes durante la Investigación Preparatoria. 

2. Imponer, modificar o hacer cesar las medidas limitativas de 

derechos durante la Investigación Preparatoria. 

3. Realizar el procedimiento para la actuación de prueba 

anticipada. 

4. Conducir la Etapa Intermedia y la ejecución de la sentencia. 
 

5. Ejercer los actos de control que estipula este Código. 

 
6. Ordenar, en caso de delito con resultado de muerte, si no se 

hubiera inscrito la defunción, y siempre que se hubiera identificado 

el cadáver, la correspondiente inscripción en el Registro Nacional 

de Identificación y Estado Civil. 

7. Conocer de los demás casos que este Código y las Leyes 

determinen. 

 

 
ETAPA JUZGAMIENTO 

 
Artículo 28°.- Competencia material y funcional de los 

Juzgados Penales 

1. Los Juzgados Penales Colegiados, integrados por tres jueces, 

conocerán materialmente de los delitos que tengan señalados en 

la Ley, en su extremo mínimo, una pena privativa de libertad mayor 

de seis años. 

2. Los Juzgados Penales Unipersonales conocerán materialmente 

de aquellos cuyo conocimiento no se atribuya a los Juzgados 

Penales Colegiados. 

3. Compete funcionalmente a los Juzgados Penales, 

Unipersonales o Colegiados, lo siguiente: 

a) Dirigir la etapa de juzgamiento en los procesos que conforme 
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Ley deban conocer; 
 

b) Resolver los incidentes que se promuevan durante el curso del 

juzgamiento; 

c) Conocer de los demás casos que este Código y las Leyes 

determinen. 

4. Los Juzgados Penales Colegiados, funcionalmente, también 

conocerán de las solicitudes sobre refundición o acumulación de 

penas; 

5. Los Juzgados Penales Unipersonales, funcionalmente, también 

conocerán: 

a) De los incidentes sobre beneficios penitenciarios, conforme a lo 

dispuesto en el Código de Ejecución Penal; 

b) Del recurso de apelación interpuesto contra las sentencias 

expedidas por el Juez de Paz Letrado; 

c) Del recurso de queja en los casos previstos por la Ley; 
 

d) De la dirimencia de las cuestiones de competencia entre los 

Jueces de Paz Letrados. 

 

 
PROCEDENCIA DE APELACIÓN Y CASACIÓN 

 

Recurso de apelación 
 

Artículo 416°.- Resoluciones apelables y exigencia formal. 
 

1. El recurso de apelación procederá contra: 
 

a) Las sentencias; 
 

b) Los autos de sobreseimiento y los que resuelvan cuestiones 

previas, cuestiones prejudiciales y excepciones, o que declaren 

extinguida la acción penal o pongan fin al procedimiento o la 

instancia; 
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c) Los autos que revoquen la condena condicional, la reserva del 

fallo condenatorio o la conversión de la pena; 

d) Los autos que se pronuncien sobre la constitución de las partes 

y sobre aplicación de medidas coercitivas o de cesación de la 

prisión preventiva; 

e) Los autos expresamente declarados apelables o que causen 

gravamen irreparable. 

2. Cuando la Sala Penal Superior tenga su sede en un lugar distinto 

del Juzgado, el recurrente deberá fijar domicilio procesal en la sede 

de Corte dentro del quinto día de notificado el concesorio del 

recurso de apelación. En caso contrario, se le tendrá por notificado 

en la misma fecha de la expedición de las resoluciones dictadas 

por la Sala Penal Superior. * 

 

 
El recurso de Casación 

Artículo 427°.- Procedencia 

1. El recurso de casación procede contra las sentencias definitivas, 

los autos de sobreseimiento, y los autos que pongan fin al 

procedimiento, extingan la acción penal o la pena o denieguen la 

extinción, conmutación, reserva o suspensión de la pena, 

expedidos en apelación por las Salas Penales Superiores. 

2. La procedencia del recurso de casación, en los supuestos 

indicados en el numeral 1), está sujeta a las siguientes limitaciones: 

a) Si se trata de autos que pongan fin al procedimiento, cuando el 

delito imputado más grave tenga señalado en la Ley, en su extremo 

mínimo, una pena privativa de libertad mayor de seis años. 

b) Si se trata de sentencias, cuando el delito más grave a que se 

refiere la acusación escrita del Fiscal tenga señalado en la Ley, en 

su extremo mínimo, una pena privativa de libertad mayor a seis 
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años. 
 

c) Si se trata de sentencias que impongan una medida de 

seguridad, cuando ésta sea la de internación. 

3. Si la impugnación se refiere a la responsabilidad civil, cuando el 

monto fijado en la sentencia de primera o de segunda instancia sea 

superior a cincuenta Unidades de Referencia Procesal o cuando el 

objeto de la restitución no pueda ser valorado económicamente. 

4. Excepcionalmente, será procedente el recurso de casación en 

casos distintos de los arriba mencionados, cuando la Sala Penal 

de la Corte Suprema, discrecionalmente, lo considere necesario 

para el desarrollo de la doctrina jurisprudencial. 

 

3.1.3 LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 

Artículo 92°.- Atribuciones del Fiscal Superior en lo Penal: 
 

Recibida que sea la instrucción, el Fiscal Superior en lo penal 

puede: 

1. Pedir su ampliación, si la estima incompleta o defectuosa. En 

estos casos señalará las pruebas omitidas o las diligencias que 

deben rehacerse o completarse en el plazo de ampliación; e 

instruirá específicamente al fiscal provincial en lo Penal. (…) 

4.Formular acusación sustancial si las pruebas actuadas en la 

investigación policial y en la instrucción lo han llevado a la 

convicción de la imputabilidad del inculpado; o meramente formal, 

para que oportunamente se proceda al juzgamiento del procesado, 

si abrigase dudas razonables sobre su imputabilidad. 

En ambos casos la acusación escrita contendrá la apreciación de 

las pruebas actuadas, la relación ordenada de los hechos probados 

y de aquellos que, a su juicio, no lo hayan sido; la calificación del 

delito y la pena y la reparación civil que propone. 
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En la acusación formal ofrecerá las pruebas que estime necesarias 

para establecer plenamente la responsabilidad del acusado y 

señalará el plazo en que se actuarán. 

Para este último efecto instruirá, independiente y detalladamente, 

al fiscal provincial que intervino en el proceso penal o al titular o al 

Adjunto que designe en su reemplazo, para la actuación de las 

pruebas en la investigación policial ampliatoria que se llevará a 

cabo en el plazo señalado, con la citación oportuna, bajo 

responsabilidad, del acusado y su defensor. 

Las pruebas así actuadas serán ratificadas en el acto del 

juzgamiento. 

 

 
Artículo 94°.- Obligaciones del fiscal provincial en lo Penal: 

 
Son obligaciones del fiscal provincial en lo Penal: 

 
(…) 

 
4. Participar en la instrucción para el efecto de actuar la 

prueba ofrecida, exigir que se observen los plazos establecidos en 

la ley e interponer los recursos que ésta le conceda. 

 
 

3.1.4 LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL. 
 

Artículo 1°. - Potestad exclusiva de administrar justicia. 

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce 

por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con 

sujeción a la Constitución y a las leyes. No existe ni puede 

instituirse jurisdicción alguna independiente del Poder Judicial, con 

excepción de la arbitral y la militar. 

Artículo 7°. - Tutela jurisdiccional y debido proceso. 
 

En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona goza de la 
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plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un debido proceso. 

Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de 

justicia, promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y 

funcionamiento adecuados para tal propósito. 

 

Artículo 12°. - Motivación de Resoluciones. 
 

Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son 

motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los 

fundamentos en que se sustentan, pudiendo estos reproducirse en 

todo o en parte sólo en segunda instancia, al absolver el grado. 

 

Artículo 34°. - Competencia de las Salas Penales. 
 

Las Salas Penales conocen: 

3.1.4.1 El recurso de apelación en procesos sentenciados por las 

Cortes Superiores en materia penal, que sean de su 

competencia; 

3.1.4.2 De los recursos de casación conforme a ley; 

3.1.4.3 De las contiendas y transferencias de competencia, 

conforme a ley; 

3.1.4.4 De la investigación y juzgamiento de los delitos que se 

imputan contra los funcionarios comprendidos en el Art. 183º de 

la Constitución, Fiscales y Vocales Superiores, miembros del 

Consejo Supremo de Justicia Militar y contra los demás 

funcionarios que señala la ley, conforme a las disposiciones 

legales pertinentes; (*) 

3.1.4.5 De las extradiciones activas y pasivas; 

3.1.4.6 De los demás procesos previstos en la ley 
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3.2. Doctrina 

 
3.2.1 Concepto de audiencia 

La audiencia es el momento del juicio en el cual se debate y 

analiza oral, pública y unilateralmente el caso. Constituye la 

síntesis del proceso; es el crisol en el cual entran en contacto 

todos los elementos acumulados en el proceso para fundirse 

en un documento llamado sentencia. 

La audiencia es el momento en que el acusado ejerce su 

derecho a ser oído, una de las manifestaciones del derecho de 

defensa en que se aplican los principios procesales del juicio 

oral. (Cubas, 2003, p. 441). 

 
3.2.2 La Acusación Fiscal Superior 

La acusación es un pedido fundamentado que formula el 

representante del Ministerio Público para que se inicie el 

juzgamiento contra una persona por un hecho delictuoso 

determinado, al considerar que es su autor, motivo por el cual 

solicita la imposición de una pena prevista para el caso 

concreto. 

El artículo 92 de la Ley Orgánica del Ministerio Público en su 

inciso 4 establece que el Fiscal Superior puede: “formular 

Acusación Sustancial si las pruebas actuadas en la 

investigación policial y en la instrucción lo han llevado a la 

convicción de la imputabilidad del inculpado; o Acusación 

Formal para que oportunamente se proceda al juzgamiento del 

procesado, si abrigase dudas razonables sobre su 

imputabilidad (...). En la Acusación Formal ofrecerá pruebas 

que estime necesarias para establecer plenamente la 

responsabilidad del acusado y señalará el plazo en que se 

actuarán. (Cubas, 2003, p. 424). 
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3.2.3. Principio de Motivación 

El derecho a la motivación escrita de las resoluciones 

judiciales por parte de los operadores de justicia penal - 

reconocido por los artículos 139.3 y 139.5 de la carta política 

de 1993- es parte integrante del derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva; al cual se reconduce, por lo tanto, no le 

falta razón al profesor Jaén Vallejo cuando sostiene que se 

trata de un derecho fundamental con la tutela reforzada. 

(Reyna, 2006, p. 245). 

 
3.2.4. Principio de Oralidad e Inmediación 

Por el principio de oralidad los juicios se desarrollan utilizando 

como medio de comunicación la palabra hablada, es decir la 

expresión oral, la cual permite a los juzgadores la apreciación 

de la forma cómo se expresa y conduce el acusado durante el 

juicio, así como de sus reacciones y el grado de veracidad que 

transmiten sus respuestas, situación que también se da con 

los demás sujetos procesales. 

El principio de oralidad se encuentra íntimamente ligado al 

llamado principio de inmediación, que no es otra cosa que la 

relación personal y directa de los jueces y partes (y jueces con 

testigos, peritos y otros participantes en el proceso). Este 

principio se encuentra regulado en el artículo 210° del Código 

de Procedimientos Penales, el cual establece que “la 

audiencia no puede realizarse sin la presencia del acusado y 

su defensor (...)”, garantizando así, que la decisión final sea 

adoptada por quien o quienes presenciaron en forma directa e 

inmediata la actuación de elementos de prueba en la 

audiencia, así como los alegatos de las partes y el debate 

suscitado. (Ore, 1999, p. 540). 
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3.2.5. Principio de Presunción de inocencia 

La presunción de inocencia es la máxima garantía del 

imputado y uno de los pilares del proceso penal acusatorio, 

que permite a toda persona conservar un estado de “no autor” 

mientras no se expida una resolución judicial firme. La 

afirmación que toda persona es inocente mientras no se 

declare judicialmente su responsabilidad, es una de las más 

importantes conquistas de los últimos tiempos. 

La presunción de inocencia significa, primero, que nadie tiene 

que “construir” su inocencia; segundo, que sólo una sentencia 

declarará esa culpabilidad “jurídicamente construida” que 

implica la adquisición de un grado de certeza; tercero, que 

nadie puede ser tratado como culpable, mientras no exista esa 

declaración judicial; y cuarto, que no puede haber fricciones de 

culpabilidad: la sentencia absolverá o condenará, no existe otra 

posibilidad. (Cubas, 2003, p. 41). 

 
3.2.6. Derecho Procesal Penal 

Rama del orden jurídico interno de un estado, cuyas normas 

instituyen y organizan los órganos públicos que cumplen la 

función judicial penal del Estado y disciplinan los actos que 

integran el procedimiento necesario para imponer y actuar una 

sanción o medida de seguridad. (Oré, 1999, p.3). 

Podemos definir el derecho procesal penal como la rama del 

derecho público interno encargada del estudio de los 

principios, instituciones y normas que regulan la actividad 

procesal destinada a la aplicación de la ley penal. (Maier, 1996, 

p.7). 

 
3.2.7. Ejercicio público de la acción penal. 

Habíamos señalado, de conformidad con Maier, que, en 

principio, la acción penal es pública, por cuanto es el Estado 



62 
 

quien administra el proceso penal, que va desde la potestad 

de perseguir el delito hasta el hecho monopolizado por el 

Estado de la ejecución de la sanción penal materializado en la 

pena, esta función la cumple a través de sus órganos. “Es una 

obra enteramente estatal”, señala Maier; por ello, cuando 

hacemos la distinción entre acción penal pública y acción penal 

privada, sólo nos referimos a la facultad de ir tras el delito hasta 

lograr una sanción actuando con titularidad en el ejercicio y la 

acción penal. (Cubas, 2003, p.104). 

 
3.2.8. La Confrontación 

Es una diligencia judicial que se lleva a cabo cuando existen 

notorias discrepancias entre las declaraciones prestadas por 

los inculpados entre sí y por la de éstos, con las declaraciones 

de los testigos, y consiste en contraponer sus posiciones a fin 

de descubrir cuál es la verdad. Es conocida como “careo” y se 

lleva a cabo colocando frente a frente a las personas que han 

prestado declaración sobre un hecho trascendente para el 

conocimiento de la verdad. (Cubas, 2003, p. 345). 

 
3.2.9. Presupuestos materiales para el mandato de detención 

Los jueces para dictar mandato de detención contra un 

imputado deben determinar que concurran los requisitos que 

establece taxativamente el artículo 135 del Código Procesal 

Penal: Que se trate de delito doloso, prueba suficiente, pena 

probable superior a cuatro años; y peligro procesal. (Oré, 1999, 

p. 335). 

 
3.2.10 Detención 

La detención es la medida cautelar consistente en la privación 

de la libertad, de duración máxima legalmente preestablecida, 

practicada para poner a una persona a disposición del Juez, con 
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el fin de que pueda efectivamente realizarse la prisión 

provisional que aquél pueda acordar, además de cumplir con 

otros fines propios de la investigación. (Oré, 1999, p. 333). 

 
 

3.3. Jurisprudencia 

 
3.3.1. Deficiencias de motivación aparente y externa 

“Inexistencia de motivación o motivación aparente. Está fuera 

de toda duda que se viola el derecho a una decisión 

debidamente motivada cuando la motivación es inexistente o 

cuando la misma es solo aparente, en el sentido de que no da 

cuenta de las razones mínimas que sustentan la decisión o de 

que no responde a las alegaciones de las partes del proceso, 

o porque solo intenta dar un cumplimiento formal al mandato, 

amparándose en frases sin ningún sustento fáctico o jurídico. 

Deficiencias en la motivación externa, justificación de las 

premisas. El control de la motivación también puede autorizar 

la actuación del juez constitucional cuando las premisas de las 

que parte el Juez no han sido confrontadas o analizadas 

respecto de su validez fáctica o jurídica. Esto ocurre por lo 

general en los casos difíciles, como los identifica Dworkin, es 

decir, en aquellos casos donde suele presentarse problemas 

de pruebas o de interpretación de disposiciones normativas. 

La motivación se presenta en este caso como una garantía 

para validar las premisas de las que parte el Juez o Tribunal 

en sus decisiones. Si un Juez, fundamentar su decisión: 1) ha 

establecido la existencia de un daño; 2) luego, ha llegado a la 

conclusión de que el daño ha sido causado por "X", pero no ha 

dado razones sobre la vinculación del hecho con la 

participación de "X" en tal supuesto, entonces estaremos ante 

una carencia de justificación de la premisa fáctica y, en 

consecuencia, la aparente corrección formal del razonamiento 
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y de la decisión podrán ser enjuiciadas por el juez 

[constitucional] por una deficiencia en la justificación externa 

del razonamiento del juez.” 

Expediente Nº 728-2008. Tribunal Constitucional. 

 
 

3.3.2. Oportunidad de la nulidad 

“[…] El art.350° CPP establece de manera clara e 

inequívoca un plazo para interponer las defensas necesarias 

contra el escrito de acusación, plantear solicitudes o cualquier 

otro cuestionamiento que deba discutirse en la audiencia 

preliminar respectiva. Este plazo es de diez días, contados 

desde que se recibe la notificación. La inobservancia de este 

plazo legal acarrea la nulidad de lo actuado hasta el momento 

en que se produjo el vicio”. 

Casación N°60-2009. La Libertad. Sala Penal de La Corte 

Suprema de Justicia de La República. 

 
 

3.3.3. Valoración probatoria como debido proceso formal 

“Por ello, la omisión injustificada de la valoración de una prueba 

aportada por las partes, respetando los derechos 

fundamentales y las leyes que la regulan, comporta una 

vulneración del derecho fundamental a la prueba y por ende, 

al debido proceso”. 

Casación N° 281-2011. Moquegua. Sala Penal de La Corte 

Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.4. Presunción de inocencia 

“Que uno de los elementos que integra el contenido esencial de la 

presunción de inocencia como regla de prueba es que la actividad 

probatoria realizada en el proceso sea suficiente- primer párrafo del 

artículo dos del Título Preliminar del nuevo Código Procesal Penal-. 

Ello quiere decir, primero, que las pruebas. - así consideradas por la 
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Ley y actuadas conforme a sus disposiciones- estén referidas a los 

hechos objeto de impugnación- al aspecto objetivo de los hechos- y 

a la vinculación del imputado a los mismos, y, segundo que las 

pruebas valoradas tengan un carácter incriminatorio y por ende, que 

puedan sostener un fallo condenatorio […].””. 

Casación N°41-2010. La Libertad. Sala Penal Permanente de la 

Corte Suprema de Justicia de la República. 

 
3.3.5. Eficacia de la declaración testimonial 

“…Que tal como se ha pronunciado el Tribunal Supremo en reiteradas 

jurisprudencias, para efectos de la individualización del imputado, se 

consideró lo dispuesto por el artículo diecinueve del código civil, que 

exige que toda persona tenga un nombre, que incluye los dos 

apellidos –que son los de sus padres, conforme a los artículos veinte 

y veintiuno del citado código- que tales requisitos desde la 

perspectiva del Art. 72 del código procesal penal…” 

R. N° 3334-2008. Amazonas. Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República. 19-10-2010. 

 
3.3.6. inmediación procesal 

“La inmediación, como principio y presupuesto, permite el 

acercamiento del Juzgador con todos los elementos que sean útiles 

para emitir una sentencia justa; así, la inmediación se desarrolla en 

dos planos: i) entre quienes participan en el proceso y el tribunal, para 

lo cual se exige la presencia física de estas personas; la vinculación 

entre los acusadores y el Tribunal Juzgador es una inmediatez que 

se hace efectiva a través de la oralidad; ii) en la recepción de la 

prueba, para que el Juzgador se forme una idea de los hechos y para 

que sea posible la defensa se requiere que la prueba sea practicada 

en el juicio[..]..” 

Casación N° 54-2010, Huaura. Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República. 
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3.3.7 Motivación 

“Del análisis de los hechos se concluye que […] fueron intervenidos 

por los agentes de seguridad en flagrancia delictiva, lo que revela que 

aquel, en concierto de voluntades con otros sujetos- entre ellos, el 

sentenciado CV- mediante violencia despojaron al agraviado JMZA 

de su teléfono celular, lo que constituye un robo consumado con la 

circunstancia de agravante de haber sido realizado con el concurso 

de dos o más personas […].” 

R.N. N° 423-2013. Sullana. Sala Penal Transitoria de La Corte 

Suprema de Justicia de La República. 

 
3.3.8. Devolución de lo incautado 

“Entonces se tiene que los vehículos incautados si bien quedan bajo 

custodia de la Administración Aduanera por disposición del Fiscal, ello debe 

ser así hasta que se expida el auto de sobreseimiento, sentencia 

condenatoria o absolutoria proveniente de resolución firme que ordene su 

decomiso o disponga su devolución […].” 

 
3.2.9. Flagrancia delictiva 

“Del análisis de los hechos se concluye que […] fueron intervenidos 

por los agentes de seguridad en flagrancia delictiva, lo que revela que 

aquel, en concierto de voluntades con otros sujetos- entre ellos, el 

sentenciado CV- mediante violencia despojaron al agraviado JMZA 

de su teléfono celular, lo que constituye un robo consumado con la 

circunstancia de agravante de haber sido realizado con el concurso 

de dos o más personas […].” 

R.N. N° 423-2013. Sullana. Sala Penal Transitoria de La Corte 

Suprema de Justicia de La República, 

 
3.2.10.- Devolución de lo incautado 

“Entonces se tiene que los vehículos incautados si bien quedan bajo 

custodia de la Administración Aduanera por disposición del Fiscal, 
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ello debe ser así hasta que se expida el auto de sobreseimiento, 

sentencia condenatoria o absolutoria proveniente de resolución firme 

que ordene su decomiso o disponga su devolución […].” 

Casación. N°45-2012. Cusco. Sala Penal Permanente de La Corte 

Suprema de Justicia de La República. 



68 
 

4. DISCUSIÓN 

 

 
a) LA SEGUNDA FISCALIA, al momento de ejercer la acción penal, se 

puede apreciar que si se ha respetado el debido proceso y sobre todo 

las garantías que se deben tutelar en los acusados, es así que se ha 

cumplido con emitir una correcta disposición de apertura de 

investigación preliminar, en donde se otorga la posibilidad que pueda 

defenderse la parte investigada cuando sean individualizados y sobre 

todo los cargos que se le imputará por parte del Ministerio Público. 

Luego se dar el paso a la etapa preparatoria, se debe comunicar no 

solo a las partes sino también se debe poner en conocimiento al Poder 

Judicial, es así que cada una de las partes puede hacer su descargo 

cuando lo considere. 

b) Se puede dejar en claro que las resoluciones que son consideradas 

como ordinaria, fueron emitidas dentro de los parámetros que se 

encuentran regulados en la tutela jurisdiccional efectiva, además 

respetar el debido proceso, en donde todos los actos procesales 

deben estar motivadas en todo su extremo. 

c) Se ha cumplido con la normativa relacionada a los derechos de los 

imputados, en relación a su defensa dentro de los actos procesales, 

pues si no cuenta con un abogado particular, se le debe otorgar un 

abogado defensor quien tendrá la finalidad de defender sus intereses 

en todos los actos procesales que se lleven a cabo dentro de la etapa 

preparatoria como en la etapa de juzgamiento. 

d) Dentro de la investigación preparatoria debemos precisar que la 

norma establece que el plazo es de 120 días, en los casos ordinarios 

como son el presente con el de robo agravado, así mismo debemos 

aclarar que esta etapa es independiente a la primera en donde se tuvo 

la fase preliminar en donde se otorga un plazo de 60 días, pero en el 

caso de la investigación preliminar se puede ampliar hasta 60 días, y 

en la etapa preparatoria se puede solicitar al Poder Judicial una 

prórroga hasta de 60 días. Evidenciándose entonces el 
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cumplimiento de los plazos dentro de la primera etapa de 

investigación fiscal. 

e) Considero que en el caso la sentencia de la Corte Superior ha 

cumplido con todas las formalidades que la ley establece; esto es la 

parte expositiva, posiciones de la defensa, la reparación civil, las 

diligencias que se han actuado y las pruebas obtenidas, así como la 

parte considerativa donde se establece los fundamentos por los que 

se tomó la decisión, máxime cuando confirmo en parte la pena 

impuesta sentencia de primera instancia; sin perjuicio de establecer 

un nuevo cálculo de la pena. 

f) El principio de instancia plural esta constitucionalmente reconocido en 

el artículo 139°, donde se establece que entre los principios de la 

función jurisdiccional está la pluralidad de instancia. En el caso, se ha 

respetado la pluralidad de instancia; toda vez que, las partes 

interpusieron recurso impugnatorio de apelación, a efectos de que el 

superior jerárquico examine nuevamente los agravios denunciado por 

la defensa; agregado a ello es de verse que si bien el recurso 

extraordinario de casación no fue admitido; no obstante, se evidencia 

que contó con el derecho expedito al recurso conforme a la garantía 

del debido proceso. 

g) Sobre el caso en particular, si bien la defensa a través de su recurso 

de apelación solicito la reducción de la pena invocando una 

circunstancia atenuante por responsabilidad restringida; no obstante, 

dicha fue aceptada como se puede apreciar en el fallo de segunda 

instancia. 
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5. CONCLUSIONES 

 
 

a) Tanto en la fase preparatoria, como en la intermedia, y en la etapa de 

juzgamiento, puedo afirmar que se ha cumplido con las garantías 

procesales del debido proceso, regulado en la Constitución Política del 

Perú, teniendo en cuenta que hay una concordancia con el Decreto 

Legislativo N° 957. Es así que podemos apreciar que se han respetado las 

garantías procesales como son el derecho al juez natural, el principio de 

tutela jurisdiccional efectiva, también tenemos el cumplimiento del principio 

de defensa en juicio, principio de presunción de inocencia, y el de la 

motivación de las resoluciones judiciales. 

b) Para que un proceso pueda ser considerado eficiente y eficaz debe 

desarrollarse dentro de un plazo razonable, esto se debe cumplir sin la 

vulneración de las garantís a lo largo de todo el proceso, por tal motivo es 

importante mencionar que así como se ha detallado todos los principios 

procesales que se ha cumplido, también debemos precisar que no se ha 

cumplido con el principio de celeridad procesal, debido a que no se ha 

respetado los plazos por la excesiva carga procesal que tiene el Poder 

Judicial. 

c) Sobre los derechos del investigado, imputado o acusado, como se le 

denomine en cada etapa del proceso, debemos mencionar que contó con 

un abogado defensor en las etapas procesales, por lo que si se le ha 

otorgado seguridad jurídica dentro del proceso y se ha cumplido con su 

debido derecho a la defensa, pues desde el momento que cometió el delito, 

se le preguntó en etapa policial si deseaba contar con un abogado para 

llevar a cabo la diligencias respectivas, pero es importante mencionar que 

el derecho de defensa comprende tanto la defensa material ejercida por el 

propio imputado, así como la defensa técnica que implica la intervención de 

un abogado defensor, por lo tanto, el imputado tiene derecho a ser asistido 

por un defensor desde el inicio de la investigación aún en el ámbito policial, 

ello resulta importante por cuanto se tiene como preocupación fundamental 
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el control de la legalidad en la actuación policial y el cumplimiento estricto 

del ordenamiento. 

d) Sobre el otro problema secundario, referido si el recurso de casación debió 

ampararse por defecto de motivación, al respecto cabe referir que esta fue 

debidamente admitida, puesto que se observó los requisitos de 

admisibilidad y procedencia y que si bien observó defectos de motivación 

insuficiente en la sentencia de vista, terminó por integrar dicha motivación 

al considerarse que los errores jurídicos de la sentencia recurrida que no 

influyeren en su parte dispositiva no causan nulidad, conforme lo establece 

el artículo 432 inciso 3 del Código Procesal Penal. 
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VII- PLAN DE ACTIVIDAD Y CRONOGRAMA 2022 
 

ACTIVIDAD M J J A S 

1. Selección del Expediente Civil o 

Penal 

X 
    

2. Revisión Bibliografía 
 X 

 
   

3. Revisión y corrección del 

trabajo de suficiencia profesional 

  X 
 

  

4. Recopilación de la información 
   X 

  X 
 

5. Informe de Asesores 
     X  

6. Estratega del Trabajo de 

Suficiencia Profesional 

   X   X 

7. Correcciones 
    X 

8. Presentación y sustentación 
    X 
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